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OPINIÓN N.º 004–2007/GNP
Entidad:

Petróleos del Perú (PETROPERU S.A.)
Asunto:  
Determinación de requerimientos técnicos mínimos y  criterios de evaluación
Referencia:

Carta ADCO-901-2005 de fecha 14.03.05

1. 
ANTECEDENTES

A través del documento de la referencia, el responsable de la Gerencia General de PETROPERU S. A., en adelante la Entidad, solicita se absuelva una consulta referida a la posibilidad de establecer requerimientos técnicos mínimos adicionales a los previstos por la normativa especial pertinente e incluir nuevos criterios para la evaluación de la experiencia del postor.
2. 
CONSULTA

La Entidad consulta textualmente: “…el artículo 62º del Reglamento establece que los requerimientos técnicos mínimos son las características técnicas, normas reglamentarias y cualquier otro requisito establecido como tal en las Bases ¿Qué debemos entender cuando la norma hace referencia a cualquier otro requisito?, ¿La dependencia usuaria, utilizando el término “cualquier otro requisito”, puede realizar una evaluación previa del postor o precalificación en requisitos cuantificables dentro de los requerimientos técnicos mínimos?, ¿Ello implicaría que la evaluación técnica se junte con el cumplimiento de los requerimientos técnicos mínimos?”

A nuestro entender sí cabe la posibilidad de considerar en los factores de evaluación la experiencia del postor en la actividad y, en cuanto a la especialidad, aspectos relacionados no necesariamente con el monto de facturación acumulada, sino con el número de proyectos efectuados o número de personal asignado al servicio, etc.

(…) ¿Se puede solicitar en las Bases que los postores acrediten su experiencia mediante la presentación de estudios o proyectos realizados o similares al objeto de la convocatoria, en lugar del monto facturado acumulado?”
3. 
ANÁLISIS

Antes de iniciar el análisis, se debe precisar que, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 7 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 127-2002-PCM,  las consultas que absuelve este Consejo Superior, son aquellas referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna. 

3.1 De conformidad con el artículo 12º del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM, en adelante la Ley, antes de iniciar los procesos de adquisición o contratación, la dependencia encargada de las adquisiciones y contrataciones de la Entidad, en coordinación con el área de donde provienen los requerimientos, debe definir con precisión la cantidad y características de los bienes, servicios u obras a adquirir o contratar, las que deberán incidir sobre los objetivos, funciones y operativos de éstos y sujetarse a criterios de razonabilidad y congruencia, estando proscrita la posibilidad de establecer características o requisitos desproporcionados e incongruentes en relación con el mercado y con el objeto de la convocatoria.
Para la determinación de dichas características se deben tener en cuenta los reglamentos técnicos, las normas metrológicas y/o sanitarias nacionales así como los requisitos técnicos establecidos en los Reglamentos Sectoriales, dentro del ámbito de su aplicación.
3.2 Dicha información, es decir, las características técnicas, las disposiciones contenidas en los reglamentos técnicos, en las normas metrológicas  y/o sanitarias y en los Reglamentos Sectoriales, constituyen el requerimiento técnico mínimo de la Entidad, a través del cual se asegurará que el postor oferte lo mínimo indispensable para satisfacer su necesidad. Así pues, el cumplimiento del requerimiento técnico mínimo debe ser acreditado por todos los postores a efectos de que sus propuestas sean admitidas, salvo en la modalidad de subasta inversa en donde su cumplimiento se presume, debido a que se trata de bienes estandarizados o comodities.

A su vez, el artículo 62º del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM, en lo sucesivo el Reglamento, considera como requerimiento técnico mínimo a cualquier otro requisito establecido como tal en las Bases, con lo cual se prevé la posibilidad de que la Entidad  establezca, según su criterio, requisitos que no necesariamente están contenidos en las normas reglamentarias o en las disposiciones legales que regulan el objeto de la convocatoria. No obstante, dicha facultad deberá ser ejercida atendiendo a criterios de razonabilidad,  proporcionalidad y congruencia en relación con lo que es objeto de adquisición o contratación y con su costo o precio, pues lo contrario supondría la transgresión del artículo 29º del Reglamento y la afectación de los principios que orientan las contrataciones públicas.
Cabe señalar que tanto la descripción de las características de los bienes, servicios u obras que se desean adquirir o contratar, los demás requerimientos técnicos mínimos establecidos, así como el valor referencial y la disponibilidad presupuestal deben constar en el Expediente de Contratación, el que debidamente aprobado le será entregado al Comité Especial designado para conducir el proceso de selección respectivo, para que cumpla con su función de elaborar las Bases Administrativas, convocar y conducir el proceso de selección.
3.3 Si bien la fijación de los requerimientos técnicos mínimos corresponde a la Entidad (dependencia encargada de las adquisiciones y contrataciones y al área usuaria), la verificación de su cumplimiento por parte de los postores es competencia del Comité Especial, lo cual ocurrirá una vez iniciado el proceso de selección.
En efecto, en el acto de presentación de propuestas, el Comité Especial procederá a comprobar que los documentos presentados por los postores sean los solicitados en las Bases, la Ley y el Reglamento. A su vez, el citado órgano verificará el cumplimiento de las condiciones fijadas como requerimientos técnicos mínimos, procediendo a admitir las propuestas o a rechazarlas, según sea el caso.
3.4 Ahora, una vez que las propuestas hayan sido admitidas, el Comité Especial procederá a calificarlas a partir de los factores de evaluación escogidos, los que deberán ser objetivos y congruentes con el objeto de la convocatoria y observar criterios de razonabilidad, racionalidad y proporcionalidad.
La importancia de los factores de evaluación reside en que a través de ellos se pretende la obtención de la oferta de mejor calidad a través de la asignación de puntaje, según se trate de mejoras en relación con los requerimientos mínimos, beneficios adicionales de cada propuesta o, en general, características que diferencian una propuesta respecto de las otras, siendo que su determinación es competencia exclusiva del Comité Especial.
3.5 En ese orden de ideas, dado que la fijación de los requerimientos técnicos mínimos corresponde al área usuaria y se realiza con anterioridad a la convocatoria del proceso de selección, en tanto que la evaluación y calificación de propuestas es de cargo del Comité Especial y se desarrolla una vez iniciado el proceso de selección, no cabe la posibilidad de que sea el área la que evalúe a los postores.
De otro lado, en relación con la posibilidad de que se efectúe la calificación previa de los postores, cabe señalar que dicho supuesto sólo ha sido previsto para el caso de ejecución de obras que superen las cinco mil Unidades Impositivas Tributarias (5,000 UIT), previa opinión favorable de este Consejo Superior de Contrataciones y Adquisiciones del Estado (CONSUCODE), conforme consta en el artículo 54º del Reglamento, 
No obstante, conforme ha sido planteada la consulta, se entendería  que la Entidad pretendería establecer como requisitos de admisibilidad de la propuesta; es decir, como requerimientos técnicos mínimos, determinadas condiciones, tales como: experiencia mínima, número de personal asignado a la prestación del servicio, nivel académico alcanzado, lo cual resulta permisible siempre que incidan en lo que es objeto de la convocatoria y se observen criterios de razonabilidad, proporcionalidad y congruencia con el objeto de la convocatoria, por cuanto la normativa sobre contratación pública ha previsto que constituyen requerimientos técnicos mínimos, además de las características técnicas, las normas reglamentarias  y las exigencias contenidas en las disposiciones legales que regulan el objeto de la convocatoria, cualquier otro requisito establecido como tal en las Bases.

En tal sentido, la evaluación del cumplimiento de los requerimientos técnicos mínimos, que será siempre de competencia del Comité Especial, puede suponer la verificación de aspectos técnicos que bien podrían luego ser considerados en los factores de evaluación, lo cual no significa que finalmente lo exigido a través de un requerimiento técnico mínimo sea idéntico a lo establecido en los factores de evaluación, es decir, que se registren los mismos parámetros, siendo que a través del factor de evaluación se premiará con puntaje únicamente a aquello que supere o mejore la condición establecida como requerimiento técnico mínimo en las Bases.
3.6 Por otro lado, en los artículos 65º, 66º y 67º del Reglamento se establecen los factores de evaluación que se pueden utilizar en los procesos de selección que se convoquen para la adquisición de bienes, servicios en general y servicios de consultoría, respectivamente,
 entre los que se encuentra la evaluación de la experiencia del postor, que es entendida como la destreza o habilidad adquirida por una persona por la reiteración de una determinada conducta en un lapso definido.

A fin de otorgar uniformidad, transparencia y objetividad a la evaluación de las propuestas, para los tres (3) casos citados, la normativa en materia de contratación pública ha dispuesto que la experiencia del postor debe ser medida en función de los montos facturados acumulados durante un periodo y hasta por un monto determinado.
En ese orden de ideas, no cabe la posibilidad de que las Bases Administrativas contemplen que la experiencia del postor será calificada en función de criterios distintos al previsto por la normativa de la materia. De modo similar ocurre con la evaluación de la experiencia del personal propuesto, en el caso de servicios en general y de consultoría.
4. CONCLUSIONES

En virtud de lo expuesto, se concluye lo siguiente:

4.1 Cuando en el artículo 62º del Reglamento se hace referencia a que constituye un  requerimiento técnico mínimo “cualquier otro requisito establecido como tal en las Bases”, se prevé la posibilidad de que la Entidad establezca, según su criterio, requisitos que no necesariamente están contenidos en las normas reglamentarias o en las disposiciones legales que regulan el objeto de la convocatoria. 

4.2 Resulta permisible establecer como requisitos de admisibilidad de la propuesta; es decir, como requerimientos técnicos mínimos, determinadas condiciones, tales como: experiencia mínima, número de personal asignado a la prestación del servicio, nivel académico alcanzado, etc., siempre que se observen criterios de razonabilidad, proporcionalidad y congruencia con el objeto de la convocatoria.
4.3 Dado que la fijación de los requerimientos técnicos mínimos corresponde al área usuaria y se realiza con anterioridad a la convocatoria del proceso de selección, en la fase denominada “Programación y actos preparatorios”, en tanto que la evaluación y calificación de propuestas es de cargo del Comité Especial y se desarrolla una vez iniciado el proceso de selección, no cabe la posibilidad de que sea el área la que evalúe a los postores.

4.4 Conforme a lo dispuesto en el artículo 54º del Reglamento, la calificación previa de los postores, sólo procede en el caso de ejecución de obras que superen las cinco mil Unidades Impositivas Tributarias (5,000 UIT), y previa opinión favorable de CONSUCODE.

4.5 La evaluación técnica supone la verificación del cumplimiento de los requerimientos técnicos mínimos fijados, siendo dicha labor exclusiva del Comité Especial.
4.6 No cabe la posibilidad de que las Bases Administrativas contemplen que la experiencia del postor sea calificada en función de criterios distintos al previsto por la normativa de la materia. De modo similar ocurre con la evaluación de la experiencia del personal propuesto, en el caso de servicios en general y de consultoría.

Jesús María, 17 de enero de 2007
ZAB/

� 	Toda vez que para la contratación de obras que corresponden a adjudicaciones directas y de menor cuantía no se puede establecer factor técnico de evaluación alguno, sino que sólo se evaluará la propuesta económica, el área usuaria está impedida de establecer como requerimientos técnicos mínimos exigencias que podrían ser consideradas en los factores de evaluación, tales como: experiencia del postor o de su personal, infraestructura, entre otros.





� 	Para el caso de ejecución obras, la normativa en materia de contratación pública ha recogido un tratamiento distinto para la evaluación, el que se encuentra previsto en el artículo 68º del Reglamento.





